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de la transparencia
| 20 de marzo pasado, la Presidencia de la Repd-
blica publicé en el Diario Oficial de la Federacién
un paquete de leyes secundarias en materia de
transparencia gubernamental y proteccién de datos
personales. Al estilo de nuestro nuevo régimen, las
leyes se emitieron de prisa y sin cuidado, en una edicién
vespertina de jueves, tratando de cumplir con el plazo de 90
dias que el propio Congreso se impuso cuando publicé la
reforma constitucional en materia de simplificacién organica.

En estricto sentido, las leyes secundarias tendrian que
haberse modificado tnicamente para adaptarse a la rees-
tructura institucional derivada de la reforma constitucional.
Solamente se trataba de ajustar las leyes anteriores para que
Transparencia para el Pueblo, la nueva autoridad compe-
tente en materia de acceso a la informacién, absorbiera las
funciones del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a
la Informacién y Proteccién de Datos Personales (INAI), en
proceso de extincion.

A pesar de ello, nuestros legisladores aprovecharon para
reforzar la garantia de proteccion de los secretos del oficio-
lismo, y le dieron una buena tajada al derecho de acceso a
la informacién publica que supuestamente tenemos todos los
mexicanos. Me refiero concretamente al articulo 112 de la
nueva Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
cién Poblica en el que se establecen las nuevas causales de
reserva de la informacién publica. El Congreso no solamente
amplié la lista de supuestos en los que las autoridades podrdn
reservar la informacién gubernamental, sino que ademas
reformulé la redaccién del articulo, de tal manera que su
ambigiiedad permitira al gobierno ocultar foda la informacién
que no le convenga.
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Uno de los cambios mds preocupantes es que la autoridad
ahora podré clasificar como reservada toda la informaciéon
cuya publicacién comprometa “la paz social”. Esta modifi-
cacién por si misma es suficiente para reducir gravemente el
derecho de acceso a la informacién piblica, pues el concepto
de paz social es tan abstracto que practicamente cualquier
informacién podria encuadrarse en ese supuesto.

Digamos, por ejemplo, que el gobiemno identifica y com-
prueba que un funcionario piblico de alto nivel fiene nexos
con las redes de narcoirdfico, o que ha lavado dinero. Si la
sociedad se enterara, probablemente se molestarig, lo que
comprometeria la paz social. Sobre esta l6gica, las autori-
dades podrian reservar la informacién para que la sociedad
esté franquila. Transparencia para el Pueblo velara entonces
porque la sociedad esté en paz, aunque no esté informada.

La nueva ley también prevé que se podra reservar la infor-
macién sobre estudios y proyectos “cuya divulgacion pueda
causar danos al interés del Estado”. Dicho de ofra formag, el
Estado podra ocultar cualquier informacién que no le con-
venga revelar, sin fener que dar mayor explicacién a quien la
solicite. Asi, sin importar las deficiencias o escandalos que se
hayan generado en el INAJ, la realidad es que con la nueva
ley, la 4T se ha blindado a si misma para esconder legalmente
cualquier informacién que le pueda causar un dafio al inferés
del Estado, es decir, a la reputacién del partido. Con unos
cuantos ajustes al arficulo 112, México ha retrocedido déca-
das en la profeccién del derecho de acceso a la informacién.

La nueva legislacion en materia de transparencia guber-
namental es regresiva y representa una grave afectacién
a los derechos humanos de todos los mexicanos. El golpe
sera particularmente fuerte para los periodistas y noticieros,
quienes fendran que multiplicar sus esfuerzos para obtener
informacién oficial fidedigna cuando ésta represente una
amenaza para “la paz social’, o para “los intereses del Es-
tado”, lo que sin duda dificultard el ejercicio de su profesion,
o el cumplimiento de su objefo social, segin sea el caso. Lla
efectividad de cualquier recurso judicial dependerd de nues-
tro nuevo Poder Judicial.




